El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 11 de septiembre de 2017

Proceso: 

 Ordinario – Revoca decisión del a quo y niega las pretensiones

Radicación Nro. :
  
 66001-31-03-002-2010-00124-01
Demandante:


LUZ MARINA DÍAZ JIMÉNEZ 

Demandado:


GERARDO BERNAL MONTENEGRO 

Magistrado Ponente:  
  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 
TRÁNSITO A COSA JUZGADA DEL ACTA DE CONCILIACIÓN. [S]e encuentran reunidos los elementos para que se perfeccione la cosa juzgada, pues se procura con la acción propuesta, se declare lo que ya fue objeto de conciliación extrajudicial: el cumplimiento de un compromiso adquirido por el demandado de transferir a la demandante el dominio del inmueble ubicado en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira; con fundamento en unos mismos hechos: la terminación de la unión marital que entre ellos existió y la liquidación de los bienes sociales e intervienen en este proceso quienes suscribieron la referida acta de conciliación. Existe pues identidad de objeto, causa y sujetos. De acuerdo con el artículo 66 de la ley 446 de 1998 y la jurisprudencia que se transcribió, el acuerdo que celebraron las partes, contenido en el acta No. 0693 que atrás se describió, como acto jurídico emanado de su libre voluntad, es obligatorio para ellas y como produce efectos de cosa juzgada, no puede ser objeto de nuevo debate judicial, pues se asimila en sus efectos a una sentencia judicial, toda vez que los contendientes solucionaron con la celebración de un acuerdo conciliatorio, lo que se solicitó en la demanda fuera declarado por sentencia judicial. No podía entonces la demandante solicitar se declarara la existencia de esa conciliación, ignorando su carácter obligatorio e inmutable;  además, que presta mérito ejecutivo y por ende, se cuenta con un mecanismo legal para hacerla cumplir.

Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira

Demandante: Luz Marina Díaz Jiménez
Apoderado demandante: Gonzaga Alberto Flórez Valencia
Demandado: Gerardo Bernal Montenegro
Apoderado demandado: Carlos Arturo Rueda Restrepo
Radicación 66001-31-03-002-2010-00124-01 (ORDINARIO)
Proyecto registrado el 9 de junio de 2017

Fecha audiencia para leer el fallo: Septiembre 11, 11 a.m.
HECHOS: Las partes vivieron en unión marital de hecho durante aproximadamente 16 años, unión de la cual nació Juan Sebastián, y decidieron ponerle fin mediante conciliación celebrada en el Consultorio Jurídico de la Universidad Libre y entre otros puntos, acordaron que el demandado transferiría a la demandante el inmueble ubicado en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira, el que se describe por sus linderos, en la Notaría Quinta de Pereira, el 31 de agosto de 2007, a las 2 pm; que ambos pagarían los gastos notariales y la demandante, el del registro; ese acuerdo no ha sido cumplido; ninguno de los dos acudió a la notaria, la demandante por desconocimiento y porque pensó que su compañero la llamaría para “llevar a cabo la firma del citado instrumento”, lo que nunca ocurrió.

Desde 1994 la demandante ocupa el tercer piso del inmueble con su familia; el primero lo tiene acondicionado para almacén de repuestos; otro aparta estudio lo tiene arrendado. Todos esos actos son constitutivos de posesión “originada o derivada a través de la parte demandada”; aquella ha pagado el impuesto predial y de valorización; el demandado es el propietario inscrito y la obligación de transferir el dominio está claramente determinada.

PRETENSIONES: Se declare que entre las partes se celebró la conciliación de que dan cuenta los hechos de la demanda y en consecuencia, el demandado adquirió una obligación de hacer, consistente en suscribir la escritura pública por medio de la cual transfiere a la demandante el dominio del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-103680; se apremie al demandado para la ejecución del hecho en el término que disponga el juzgado y se le condene a pagar las costas del proceso.

RESPUESTA A LA DEMANDA: El demandado negó la existencia de la unión marital; dice que la conciliación es nula en forma absoluta porque fue fruto de la coacción; se suscribió con fundamento en hechos falsos; tenía sociedad conyugal vigente, pues era casado con Clarena Rocío Valencia López; permitió que su hijo viviera en el tercer piso del inmueble; le cedió a la actora la renta del primer piso para completar el valor de la cuota alimentaria; continuó pagando los impuestos del edificio y montó un establecimiento de comercio para que la citada señora tuviera ocupación e ingresos adicionales para su vida y la del hijo común; ambos concluyeron que el acuerdo no producía efectos jurídicos y por eso, así pasaron los años, sin reclamo alguno por parte de la actora y no fueron a la notaría; no es la última poseedora del bien; el segundo piso lo ocupa una hermana del demandado y le paga arriendo por habitarlo. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó inexistencia de la causa legal que genere derechos a la actora; prescripción de los derechos derivados de la unión marital de hecho; prescripción de los derechos derivados del acta de conciliación; inexistencia del derecho pretendido; coexistencia según la demanda de dos sociedades  patrimoniales; abuso del derecho; calidad de representante del demandado que ostenta la demandada; existencia de pasivo para la fecha de elaboración del acta de conciliación e ineficacia, nulidad y ausencia de requisitos de ley del acta de conciliación aportada como prueba.
DEMANDA DE RECONVENCIÓN: Pidió el demandante en reconvención, se declare que la señora Luz Marina Diaz no es propietaria del inmueble que pretende se le “escriture como dueña”; se le ordene restituirlo al propietario, Gerardo Bernal Montenegro y se le condene en costas.
Para fundamentar esas pretensiones dijo casi lo mismo que narró al responder la demanda prinicipal; desde el año 1999 inició unión marital de hecho con la señora Clarena Rocio Valencia López; el sostenimiento que hacía a la demanda le causó problemas con aquella; la situación se complicó cuando contrajeron nupcias el 30 de noviembre de 2002 y Luz Marina dejó el hijo bajo su cuidado, se fue para el exterior y no volvió a saber de ella; tiempo después regreso y quería vivir con Juan Sebastián, Gerardo la apoya de nuevo y le ayuda solo por la existencia de ese hijo, con quien tenía obligación alimentaria; compró el lote en la carrera 9ª No. 10-01, “el cual construyó” con la ayuda de su hermano medio en época en la que vivía con quien posteriormente se convirtió en su esposa; la demandada no ha trabajado ni estudiado y por esa razón, el demandante le montó un negocio para que se sostuviera, aunque por alguna razón no le dio resultado; el 3 de julio de 2007 Juan Sebastián se fue a vivir con la mamá en el edificio de la dirección citada, de propiedad de Bernal Montenegro; ya Luz Marina tenía su compañero permanente, con quien también se fue a vivir a ese lugar; aquella le exigió que le entregara la renta del primer piso, a lo que accedió por el tiempo que el hijo viviera con ella; esta le exigió esa cantidad de beneficios como cuota alimentaria y lo asediaba constantemente, poniendo en riesgo su hogar; de manera ligera, desprevenida, buscando salvar su hogar y evitar escándalos y problemas, suscribieron la conciliación que no tenía razón legal, porque se fundamentó en una convivencia permanente que no existió y realmente lo que tenían que solucionar era lo de los alimentos sino estaba de acuerdo con los que aportaba; se le explicó la situación a la señora Díaz, quien la entendió y dejan sin efecto el documento que de por sí era y es nulo; no se presentan a la notaría y prosiguió ella recibiendo el canon de arrendamiento del primer piso y viviendo en el tercero como aporte de la cuota alimentaria; como el hijo alcanzó la mayoría de edad y ya la madre no lo representa para lo de los alimentos, acude a ese viejo documento para intentar quedarse con el inmueble de su propiedad, el que no ha enajenado, ni ha prometido en venta; es su dueño, pero se encuentra privado de la posesión del primero y tercer piso y en razón a que las causas que motivaron su entrega han terminado, deben serle restituidos; la demandada actúa de mala fe y abusa de la confianza que el actor le entregó; está en imposibilidad de adquirir por prescripción porque lo ha reconocido como dueño y lo ha usufructuado por poco tiempo, por concepto de alimentos para el hijo; el demandante e ha hecho mejoras, arreglos, paga los impuestos y lo incluyó en la liquidación de la sociedad conyugal, recibiéndolo en adjudicación.
RESPUESTA DEMANDA DE RECONVENCIÓN: negó en su mayoría los hechos de la demanda, se opuso a las pretensiones y como excepciones formuló las de validez del acuerdo conciliatorio e inexistencia de causal o causales invocadas por el actor en reconvención para solicitar la entrega del inmueble.
SENTENCIA: Se dictó el 10 de noviembre de 2016. En ella se accedió a las pretensiones de la demanda principal; se ordenó al demandado suscribir la escritura pública en el lapso de un mes; se declararon no probadas las excepciones propuestas por el demandado; se negó la acción de dominio; se dispuso que registrada la transferencia del bien, se cancelaría la medida decretada y se condenó en costas al demandado.
Para decidir así, se pronunció sobre las excepciones de fondo propuestas en la demanda principal que decidió “negar” en la parte resolutiva; y sin analizar las pretensiones de la demanda principal, pasó al análisis de la demanda de reconvención. Dijo que el demandante al responder la demanda principal dijo que entregó el inmueble a la demandada a título de tenencia, para garantizar una cuota alimentaria, pero  al reclamar el dominio, la califica como poseedora, “lo que de paso resta toda credibilidad  a las afirmaciones mendaces con las que ha tratado de negarle los derechos a la demandante” Enlistó los elementos de la acción reivindicatoria y concluyó que no se satisface el que exige la posesión, porque se le calificó de tenedora y hasta de administradora del bien.

APELACIÓN: En esta sede habló de su vida personal, del nacimiento de su hijo, del matrimonio que contrajo, de la forma cómo llego a vivir la demandada al edificio: para satisfacer la cuota alimentaria de su hijo Juan Sebastián. Solicita se tenga en cuenta la conducta humana antes que la norma, en familia se manejan muchas emociones, la interpretación debe darse no desde el positivismo sino desde el punto de vista socio jurídico, la demandada le empacó la maleta al niño  y se lo mandó para la casa, lo empezó a agredir y a dañarle la paz y el sosiego doméstico y se vio obligado a firmar a conciliación con ella, firmó el acta y se regresó, firmó el acta, “la leí, pero se le otorgaron efectos distintos al asunto. Para el año 2007 ya venía con problemas de tipo sentimental con mi entonces esposa y finalmente estábamos a punto de terminar nuestra relación, el caso es que ese documento que se firmó nació dentro de ese contexto y esos antecedentes y no me quiero referir al tema porque es de mucho apasionamiento, sino a las pruebas. Tenemos que Juan Sebastián nació el 26 de marzo de 1991. Dice el hecho tres de la demanda que yo sostuve una relación marital con Luz Marina hasta 1994, eso es una confesión de parte, un hecho probado, siendo cierto eso como lo dicen ellos y en prueba que se admitiera, el acta de conciliación se celebró el  3 de julio de 2007, estando vigente mi matrimonio desde el 2002. La demanda fue presentada trece años después, es decir en el 2010, este derecho, porque yo le respete el derecho, le deje el tercer piso a Luz Marina, le dije quédese con él, esas dos terceras partes, es un hecho notorio también, vienen siendo incluidos en mi declaración de renta año a año, pero además de eso compareció el contador, el doctor Uriel y bajo juramento manifestó al juzgado que ese inmueble hace parte de mi patrimonio, también es hecho notorio que Juan Sebastián cumplió la mayoría de edad, y cesaba la obligación de darle alimentos y además no estaba estudiando, traía algunos inconvenientes y por tanto considere la posibilidad de suprimir la ayuda alimentaria, En la escritura de liquidación de la  sociedad conyugal con Clarena Rocio, obra esas dos terceras partes adjudicándoselas al suscrito, no se vulneró el derecho de mi esposa porque ella elaboró la minuta y quedamos que eran dos terceras partes que se le adjudicaban al cónyuge y ella quedaba con otros bienes, no se vulneraron derechos de la Dian porque se pagaron los impuestos respectivos y los incluyo en mi declaración de renta, los servicios del inmueble los he venido pagando siempre incluidos y dejé una hermana en posesión, que compareció a declarar, la pregunta es cual es  negocio jurídico que le dio origen a este compromiso?, no había unión marital de hecho y en el evento de que la hubiera, según consta en confesión de la demandante, se terminó en 1994 y según la ley la acción para obtener la disolución y liquidación de la sociedad patrimonial entre compañeros permanentes prescribe en un año después de la separación, eso se dio en el 1994, o del matrimonio de uno de ellos con terceros, mi matrimonio fue en el 2002, aun en el evento de que la unión marital de hecho se hubiera  dado en el 94, para derivar efectos patrimoniales tenía hasta el 95 para derivar efectos patrimoniales, no lo hizo, lo hizo en 2010, trece años después, es decir, había prescrito el derecho en el evento de que lo hubiera tenido, además que nunca me he despojado de la posesión, era necesario hacer la precisión porque podía creerse que se estaba sacando el bien de la sociedad con Rocio Valencia, pero no, quedo dentro de la minuta. La sentencia se profirió seis años después de iniciado el proceso y eso debe tenerlo en cuenta el tribunal, nosotros hemos hablado mucho del artículo 121 que no es nuevo sino reproducción de la ley 1395 que habla de que debería permanecer un año con el proceso para dictar sentencia y este permaneció seis años, por esa razón no me dejaron aplazar la audiencia porque son seis meses para dictar sentencia en segunda instancia. Por lo tanto si de literalidad se trata ahí había que declarar la nulidad de lo actuado porque perdió competencia para proferir sentencia, pero eso no es lo más grave, es que no hubo inmediación, la juez conoció el caso, trató con las partes, la señora juez tuvo conocimiento directo de los hechos, pudo presenciar las discusiones y luego vino un juez que estuvo un mes o dos y profirió 27 sentencias, las cogió de una sin mirar la conducta humana, solo el numeral y el inciso. En derecho internacional, cuando cambia el juez, muere el juez, inmediatamente hay que renovar la actuación, me preocupa eso, es importante la inmediación, sin perjuicio de que esa nulidad está  latente y que no hubo inmediación. El solo hecho de tener la posesión y de haber prescrito el derecho, daba lugar para que la sentencia no acogiera las súplicas de la demanda porque el primer elemento a examinar siempre, siempre, es qué fue lo que dio lugar al documento del cual se pretender derivar consecuencias, si es una disolución de unión marital de hecho y no la hay, no pueden derivarse derechos de la misma, entonces no habiendo la unión marital de hecho no se le puede derivar ningún derecho y en eso va mi súplica y esos fueron los reparos concretos, prescripción e inexistencia de la unión marital de hecho”.
Se declaró desierto el recurso de apelación, parcialmente, en cuanto a los reparos  que planteó el apoderado del demandado al sustentar el recurso, concretamente respecto de un error del consentimiento al suscribir la conciliación, existencia del pasivo para la fecha de elaboración del acta de conciliación, ineficacia, nulidad y ausencia de requisitos de ley del acta de conciliación aportada como prueba. 
AUTO DE SALA UNITARIA: Antes de dictar la sentencia que en derecho corresponda, se procede, por medio de esta providencia, a declarar desierto el recurso de apelación que interpuso el demandado frente a las pretensiones de la demanda de reconvención que formuló, en razón a que no sustentó en esta sede, los reparos que tenía frente a esa determinación.

Por su pronunciamiento oral, lo aquí resuelto queda notificado en estrados. 

SENTENCIA

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado del demandado en la acción principal, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 10 de noviembre de 2016, en el proceso instaurado por Luz Marina Díaz Jiménez contra Gerardo Bernal Montenegro y en el que hubo demanda de reconvención.

CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y ninguna causal de nulidad se observa que pueda afectar lo actuado. Además, las partes están legitimadas en la causa.
2. Correspondería a esta Sala determinar, de acuerdo con los argumentos planteados por el demandado al sustentar el recurso en esta sede, si la sentencia de primera instancia se ajustó a  derecho, o si debe revocarse porque no existió la unión marital de hecho entre él y la actora, a que se refiere el acta que contiene la conciliación que celebraron y cuyo cumplimiento se ordenó en esa providencia, y porque, de haber existido, la acción para obtener su disolución y liquidación se encontraba prescrita para la fecha en que se suscribió aquel documento. 

Sin embargo, a ello no se procederá porque a juicio de la Sala se produjo el fenómeno de la cosa juzgada y por tanto, se declarará probada la respectiva excepción.

3. El artículo 66 de la ley 446 de 1998 dice que el acuerdo conciliatorio hace tránsito a cosa juzgada y el acta de conciliación presta mérito ejecutivo.

Respecto a la conciliación, como mecanismo de resolución extrajudicial de conflictos, ha dicho la Corte Constitucional:
“La conciliación como mecanismo de resolución extrajudicial de resolución de conflictos se ha definido como “un procedimiento por el cual un número determinado de individuos, trabados entre sí por causa de una controversia jurídica, se reúnen para componerla con la intervención de un tercero neutral –conciliador- quién, además de proponer fórmulas de acuerdo, da fe de la decisión de arreglo y el imparte su aprobación. El convenio al que se llega como resultado del acuerdo es obligatorio y definitivo para las partes que concilian”
. 
 
La nota característica de este mecanismo de resolución de conflictos es la voluntariedad de las partes para llegar a la solución de su controversia, pues son ellas, ayudadas por el conciliador que no tiene una facultad decisoria, quienes presentan las fórmulas de acuerdo con las que se espera poner fin a sus divergencias. Es, entonces,  un mecanismo de autocomposición porque son las partes en conflicto y no un tercero, llámese juez o árbitro, quienes acuerdan o componen sus diferencias…

El acuerdo al que pueden llegar las partes debe ser vertido en un documento que por imperio de la ley hace tránsito a cosa juzgada y, por ende, obligatorio para éstas…”
.   
Y en relación con los requisitos para que se configure la cosa juzgada, ha enseñado la Corte Suprema de Justicia:

“5.4 Tres son los elementos que deben coincidir para que se estructure la institución de la cosa juzgada; esa triple identidad está dada por el objeto, la causa y los sujetos.
La identidad de objeto implica que el escrito verse sobre la misma pretensión material o inmaterial de la cual ella se predica; y se presenta cuando, en relación a lo reclamado existe un derecho reconocido, declarado o modificado respecto de una o varias cosas dentro de una relación jurídica. La identidad de causa (eadem causa petendi), alude a que la demanda y la decisión que hizo tránsito a cosa juzgada tengan los mismos fundamentos o hechos como sustento. A su turno, la identidad de partes presupone que al juicio concurran los mismos sujetos intervinientes o sus causahabientes o cesionarios que resultaron vinculados y obligados por la decisión que se tome…”

4. Con la acción instaurada pretende la señora Luz Marina Díaz Jiménez  se declare que entre ella y el señor Gerardo Bernal Montenegro se celebró la conciliación de que dan cuenta los hechos de la demanda y en consecuencia el  último adquirió una obligación de hacer, consistente en suscribir la escritura pública por medio de la cual debe transferirle el dominio del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-103680; se le apremie para la ejecución del hecho en el término que  disponga el juzgado y se le condene a pagar las costas del proceso.

Como fundamento de esas pretensiones se expresó que las partes vivieron en unión marital de hecho durante aproximadamente dieciséis años, fruto de la cual nació Juan Sebastián Bernal Díaz, y decidieron ponerle fin en 1994, habiendo convenido, tal como se extrae del acta de conciliación N. 0693 del 3 de julio de 2007, celebrada en el Centro de Conciliación del Consultorio Jurídico de la Universidad Libre, la forma como se repartirían los bienes, correspondiéndole a ella un lote de terreno y la  construcción allí existente, ubicada en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira, constante de un local comercial con mezanine en el primer piso y dos apartaestudios en los pisos segundo y tercero, comprometiéndose el señor Bernal Montenegro a traspasárselo, asumiendo todos los gastos, en un plazo no superior a un año.

En los supuestos fácticos, además, se transcribió el acuerdo que al efecto llegaron, plasmado en la audiencia de conciliación, la que más adelante se resumirá y se agregó que tal acuerdo no ha sido cumplido por el accionado; que desde 1994 ocupa la accionante el tercer piso del inmueble con su familia; el primero lo tiene acondicionado para almacén de repuestos y el otro apartaestudio lo tiene arrendado. Todos esos actos son constitutivos de posesión “originada o derivada a través de la parte demandada”; aquella ha pagado el impuesto predial y de valorización; el demandado es el propietario inscrito y la obligación de transferir el dominio está claramente determinada.

El juzgado, sin motivar su decisión, pues solo analizó las   excepciones propuestas en la demanda principal y someramente  lo relacionado con la acción de dominio propuesta en la de reconvención, accedió a las súplicas de aquella y ordenó al demandado suscribir la escritura pública a que se refiere el acta de conciliación, en el término de un mes. 

5. El documento que contiene esa conciliación obra a folios 5 a 12 del cuaderno principal y corresponde al acta No. 0693. Fue suscrito por las partes ante conciliadora del Consultorio Jurídico de la Universidad Libre de Pereira, el 3 de julio de 2007. En él  se transcriben los hechos relatados por la convocante, señora Luz Marina Díaz Jiménez, que dan cuenta de la existencia de la unión marital de hecho que tuvo con el señor Gerardo Bernal Montenegro, por espacio de doce años, hasta 1994, fruto de la cual nació Juan Sebastián Bernal Díaz; de que en ese último año, de manera amigable, procedieron a liquidar “tal unión marital” y establecieron la forma como se adjudicaron los bienes, correspondiéndole a ella un lote de terreno y la  construcción allí existente, ubicada en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira, constante de un local comercial con mezanine en el primer piso y dos apartaestudios en los pisos segundo y tercero, comprometiéndose el señor Bernal Montenegro a traspasárselo, asumiendo todos los gastos, en un plazo no superior a un año; el demandado figura como titular del derecho de dominio sobre ese inmueble y no ha cumplido la promesa de suscribir la respectiva escritura pública, manifestándole que no tiene dinero o que está muy ocupado; las relaciones suyas y las de su hijo con el citado señor se han deteriorado y es necesario  definir jurídicamente lo relacionado con la tradición del bien y entre otras cosas, pidió se le ordenara otorgar tal documento.

Se dejó constacia en tal acta, que después de debatir ampliamente, las partes acordaron: a) el señor Gerardo Bernal Montenegro “acepta y se compromete a realizar ante la Notaria Quinta del Circulo de Pereira, en Agosto 31 de 2007, a las 2:00 PM, la escritura pública por medio de la cual transferirá a la señora LUZ MARINA DÍAZ JIMÉNEZ, el derecho de propiedad” sobre el inmueble ubicado  en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira, que se describe por sus linderos y ficha catastral; b) ambos pagarán por mitad los gastos notariales y la señora Díaz Jiménez, el valor del registro en la Oficina de Instrumentos Públicos. También pactaron lo relacionado con la cuota alimentaria que suministraría el citado señor, al hijo común, de nombre Juan Sebastián. 

El acta respectiva fue aprobada por la conciliadora.

6. Tal conciliación se celebró entonces con el fin de obtener el cumplimiento por parte del demandado del compromiso que había celebrado con la demandante, de suscribir la escritura pública por medio de la cual le haría la tradición del dominio sobre el inmueble ubicado en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira, con motivo de la liquidación de la sociedad patrimonial que surgió a raíz de la unión marital de hecho que entre ellos existió.

Y es eso lo mismo que se relató en los hechos de la demanda con la que se inició el proceso, con el que se pretende, nuevamente, que el señor Bernal Montenegro otorgue el referido documento.

De esa manera las cosas puede decirse que se encuentran reunidos los elementos para que se perfeccione la cosa juzgada, pues se procura con la acción propuesta, se declare lo que ya fue objeto de conciliación extrajudicial: el cumplimiento de un compromiso adquirido por el demandado de transferir a la demandante el dominio del inmueble ubicado en la carrera 9ª No. 10-01 de Pereira; con fundamento en unos mismos hechos: la terminación de la unión marital que entre ellos existió y la liquidación de los bienes sociales e intervienen en este proceso quienes suscribieron la referida acta de conciliación. Existe pues identidad de objeto, causa y sujetos. 

De acuerdo con el artículo 66 de la ley 446 de 1998 y la jurisprudencia que se transcribió, el acuerdo que celebraron las partes, contenido en el acta No. 0693 que atrás se describió, como acto jurídico emanado de su libre voluntad, es obligatorio para ellas y como produce efectos de cosa juzgada, no puede ser objeto de nuevo debate judicial, pues se asimila en sus efectos a una sentencia judicial, toda vez que los contendientes solucionaron con la celebración de un acuerdo conciliatorio, lo que se solicitó en la demanda fuera declarado por sentencia judicial.

No podía entonces la demandante solicitar se declarara la existencia de esa conciliación, ignorando su carácter obligatorio e inmutable;  además, que presta mérito ejecutivo y por ende, se cuenta con un mecanismo legal para hacerla cumplir.

Por tanto, como se había anunciado, y por autorizarlo el artículo  282 del CGP en el inciso 1º, se declarará probada, de manera oficiosa, la excepción de cosa juzgada.

7. En conclusión, se revocará la sentencia impugnada, excepto el ordinal segundo, que negó la acción de dominio propuesta en demanda de mutua petición, que será confirmado, y el quinto que se modificará para ordenar el levantamiento de la medida previa decretada, una vez en firme esta providencia.
En consecuencia, se declarará probada, de manera oficiosa, la excepción ya referida; se negarán las pretensiones de la demanda principal y se condenará a la parte demandante a pagar las costas causadas en ambas instancias, pero solo por el 50% de su valor en razón a que se negaron las declaraciones que imploró el demandado en la demanda de mutua petición, y tal decisión no será revocada. Esas costas se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del GGP por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho en este Tribunal. 
Por lo expuesto, la Sala Civil de Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:

1º REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 10 de noviembre de 2016, en el proceso instaurado por la señora Luz Marina Díaz Jiménez contra el señor Gerardo Bernal Montenegro, excepto de ordinal  segundo, que SE CONFIRMA, y el tercero que SE MODIFICA en el sentido de ordenar el levantamiento de la medida de inscripción de la demanda sobre el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-103680 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, una vez en firme esta providencia.
2º De manera oficiosa se declara probada la excepción de cosa juzgada en relación con las pretensiones de la demanda principal y por tal razón las mismas se niegan.

3º Costas en ambas instancias a cargo de la demandante y a favor del demandado, por un 50% de su valor, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del GGP por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho en este Tribunal. 
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada.

Los Magistrados, 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia C-893 de 2001.  


� Sentencia C-598 de 2011


� Sala de Casación Civil, sentencia SC6267-2016 del 16 de mayo de 2016, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.
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